
Administrativa de 27 de diciembre de 1958, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo dir a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 15 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Libo- 

rio Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

10360 ORDEN de 15 de febrero de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de Valencia en el recurso 
número 581 del año 1981, interpuesto por doña Ma­
ría Desamparados Pascual Bauzá.

Ilmo. Sr.: En e. recurso contencioso-administrativo con núme­
ro 581 del año 1981, seguido en única instancia ante la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Valencia por doña María Desamparados Pascual Bauzá, contra 
la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, sobre liquidación de la cuantía de los trienios 
efectuada a la interesada por el Habilitado, por no haber, sido 
practicada conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/ 
1978, de 29 de diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía 
que a la proporcionalidad 6 le corresponde como Auxiliar Diplo­
mada de '.a Administración de Justicia y ante el silencio adminis­
trativo aplicado a la reclamación de la referida Auxiliar, se ha 
dictado sentencia por la mencionada Sala con fecha 7 de diciem­
bre de 1982, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos. Que estimando, como estimamos, el recurso con- 
tencioso-administrativo interpuesto por doña María Desampara­
dos Pascual Bauzá contra la denegación tácita de la Subsecre­
taría del Ministerio de Justicia de su' pretensión de qué le 
fueran abonadas las diferencias entre lo realmente percibido, en 
concepto de trienios, durante ei año mil novecientos setenta y 
nueve y lo debido de percibir con arreglo al índice de propor­
cionalidad seis, debemos declarar y declaramos no ajustada 
a derecho la referida denegación y, consecuentemente, la anu­
lamos; todo ello con condena a la Administración demandada 
a abonar las diferencias mencionadas y sin hacer especial im­
posición de costas.

Así por esta nuestra sentencia de la que se llevará certifi­
cación a autos, lo pronunciamos, mandamos y firmamos (fir­
mada y rubricada).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administratr. ., de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que 
se cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 15 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Li- 

borio Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administración
de Justicia.

10361 ORDEN de 15 de febrero de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de Valencia en el recurso 
número 582 del año 1981, interpuesto por doña 
Juana Giner Faraig.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 582 del año 1981, seguido en única instancia ante la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Valencia por doña Juana Giner Faraig, contra la Administración 
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
sobre liquidación de la cuantía de los trienios efectuada a la 
interesada por el Habilitado, por no haber sido practicada con­
forme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/1978, de 29 de 
diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía que a la pro­
porcionalidad 6 le corresponde como Auxiliar Diplomada de la 
Administración de Justicia y ante el silencio administrativo apli­
cado a la reclamación de la referida Auxiliar, se ha dictado 
sentencia por la mencionada Sala con fecha 9 de diciembre 
de 1982, cuya parte dispositiva dice asi:

«Fallamos: Que estimando, como estimamos, el recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto por doña Juana Giner Fa­
raig, contra la denegación tácita de la Subsecretaría del Minis­
terio de Justicia de su pretensión de que le fueran abonadas 
las diferencias entre lo realmente percibido, en concepto de' 
trienios, durante el año mil novecientos setenta y nueve y lo 
debido de percibir con arreglo al índice dé proporcionalidad seis, 
debemos declarar y declaramos no ajustada a derecho la refe­
rida denegación y, consecuentemente, la anulamos; todo ello con 
condena a la Administración demandada a abonar las diferen­
cias mencionadas y sin hacer especial imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia de la que se llevará certifica­
ción a autos, lo pronunciamos, mandamos y firmamos (firmada 
y rubricada).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumplí en sus propios términos la expresada condena.

Lo dige a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 15 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Libo- 

rio Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administración 
de Justicia.

10362 ORDEN de 15 de febrero de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de Valencia en el recurso 
número 583 del año 1981, interpuesto por doña Ma­
ría Teresa Abascal Adrián.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 583 del año 1981, seguido en única instancia ante la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Valencia por doña María Teresa Abascal Adrián, contra la 
Administración Públic. , representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, sobre liquidación de la cuantía de los trienios 
efectuada a la interesada por el Habilitado por no haber «ido 
practicada conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/ 
1978, de 29 de diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía 
que a la proporcionalidad 6 le corresponde como Auxiliar Diplo­
mado de la Administración de Justicia y ante el silencio admi­
nistrativo aplicado a la reclamación de la referida Auxiliar, se 
ha dictado sentencia por la mencionada Sala, con ■ fecha 7 de 
diciembre de 1982, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que estimando, como estimamos, el recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto por doña María Teresa Abas- 
cal Adrián, contra la denegación tácita de la Subsecretaría del 
Ministerio de Justicia de su pretensión de que le fueran abona­
das las diferencias entre lo realmente percibido, en concepto de 
trienios, durante el año mil novecientos setenta y nueve y lo 
debido de percibir con arreglo al índice de proporcionalidad seis, 
debemos declarar y declaramos no ajustada a derecho la refe­
rida denegación y, consecuentemente, la anulamos; todo ello 
con condena a la Administración demandada a abonar las dife­
rencias mencionada- y sin hacer especial imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia de a que se llevdrá certifica­
ción a autos, lo pronunciamos, mandamos y firmamos (firmada 
y rubricada).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que 
se cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a /. I para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 15 de feurero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Libo- 

rio Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administración
de Justicia.

10363 RESOLUCION de 3 de marzo de 1983, de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado, en el 
recurso gubernativo interpuesto por el Notario de 
Valencia don Joaquín Sapena Tomás, contra la ne­
gativa del Registrador Mercantil de la misma loca- 
liad, a inscribir dos escrituras de modificación de 
Estatutos de una Sociedad anónima pendiente de 
Resolución por este Centro Directivo, en virtud de 
apelación del Notario recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Va­
lencia don Joaquín Sapena Tomás, contra la negativa de aquel 
funcionario a inscribir dos escrituras de modificación de Esta­
tutos de una Sociedad anónima, pendiente de resolución por este 
Centro Directivo, en virtud de apelación del Notario recurrente;

Resultando que en escritura autorizada por el Notario de Va­
lencia don Joaquín Sapena Tomás, el día 6 de mayo de 1981, don 
Vicente Pastor Sendra como Director gerente de la Compañía 
mercantil «Frick & Nilson Española, S. A.», y en ejecución 
de los acuerdos adoptados por unanimidad por la Junta general 
de "accionistas en sus reuniones de 29 de septiembre de 1979 
y 25 de junio de 1980, procedió a la modificación del nombre de 
la Sociedad, sustituyendo el antiguo por el nuevo de «Frinsa, 
Sociedad Anónima», así como la reducción del capital social en 
la cifra de 3.500.000 pesetas disminuyendo el valor nominal de 
cgda acción en 700 pesetas; que en la certificación incorporada 
a la escritura consta que el saldo adverso de la cuenta de Pér­
didas y Ganancias asciende a 3.982.946,06 pesetas y asimismo en 
su apartado segundo «que de conformidad con lo establecido en 
el artículo 99 de la Ley de Sociedades Anónimas, reducir el 
capital a los únicos fines de restablecer el equilibrio con el patri­
monio social en la cantidad de 3.500.000 pesetas, por lo que 
aquél queda establecido en 1.500.000 pesetas, quedando fijado el 
valor de la acción en 300 pesetas»/ que igualmente se procedió 
a la modificación de los artículos l.°, 5.°, 9.°, 13, 16, 17 y 18 
de los Estatutos sociales, sustituyendo su redacción por la



BOE.—Núm. 90_______________ ______ ______ 15 abril 1983____________________ •_____________10391

dada por la Junta de accionistas, redacción que aparece refle­
jada en la escritura, así como la de los artículos 4.°, 8.°, 11, 
15, y 19 de los mismos Estatutos en el único y exclusivo punto 
de sustituir la locución «Consejo de Administración», por la «Di­
rector gerente», y a sustituir el régimen de administración cole­
giada por el de gerencia personal, cesando en su ejercicio el 
Consejo de Administración por renuncia de todos los miembros;

Resultando que por escritura otorgada en Valencia ante el 
mismo Notario el día 14 de febrero de 1982, don Vicente Pastor 
Sendra, compareciendo en el mismo concepto que en la escritura 
anteriormente reseñada, y en ejecución de los acuerdos adop­
tados por la Junta general de accionistas, en sesión de 16 de 
enero de 1982, ratificó la modificación de denominación social y 
la reducción de capital, expresó la nueva redacción dada a los 
artículos l.° y 5.° y la adición de un artículo 23, ratificó la 
sustitución del régimen de administración y el nombramiento de 
Director gerente y su actuación desde que fue nombrado, y por 
último, revocó la modificación de los artículos 4.°, 8.°, 11, 15, 
19, 20, 9.°, 13, -17 y 18 de los Estatutos sociales, no alterando 
su actual texto, tal como consta en la hoja registral de la 
Sociedad;

Resultando que las dos indicadas escrituras fueron presen­
tadas con fecha 24 de mayo de 1982 en el Registro Mercantil 
de la Provincia de Valencia, bajo el número 875 del tomo 39 
del Libro Diario y calificadas con notas del tenor literal si­
guiente; La de 6 de mayo de. 1981; «Suspendida la inscripción 
del presente documento en este Registro Mercantil de Valencia 
y su provincia, que ha sido presentado a las once horas treinta 
minutos del día 24 de mayo último según el asiento 875 del 
Diario 39 por adolecer de los defectos subsanables siguientes;

l.° No justificarse, por no incorporarse el balance social a la 
escritura, el hecho de quedar reducido el patrimonio social por 
debajo de la cifra de capital social que permita la reducción por 
pérdidas, regulada en el artículo 99 de la Ley de Sociedades 
Anónimas, ni el restablecimiento del equilibrio entre patrimonio 
y capital a que se refiere el acuerdo segundo de la Junta gene­
ral de 29 de noviembre de 1979 y exige el citado artículo 99 de la 
Ley para dispensar de los requisitos que para la reducción 
impone el artículo 98 de la misma. 2.° No contener la redacción 
de los nuevos artículos 4.°, 8.°, 11, 15, 19 y 20 que sustitu­
yen a los derogados, sin que la nueva referencia a las modifi­
caciones a introducir en los mismos obliguen al Registrador a 
proceder a su nueva redacción. No se solicitó anotación pre­
ventiva. Valencia. 2 de junio de 1982.—El Registrador (firma 
ilegible).» La de 14 de febrero de 1982; «Suspendida la inscrip­
ción del presente documento en este Registro Mercantil de 
Valencia y su provincia, que ha sido presentado a las once 
horas treinta minutos del día 24 de mayo último, según el asien­
to 875 del Diario 39 por adolecer de los defectos subsanables si­
guientes; l.° Estar suspendida la inscripción de la escritura de 6 
de mayo de 1981 ante el mismo Notario, y vigente su asiento de 
presentación, en la que se contienen los artículos de los Esta­
tutos que se modificaron por acuerdo de la Junta general de 25 
de junio de 1980 y que se revocan en el acuerdo que motiva la 
presente. 2.° Dado que la revocación citada, que afecta a acuer­
dos válidos ya ejecutados y de inscripción obligatoria, carece 
de efectos retroactivos, se omiten en el titulo calificado los nue­
vos artículos que sustituyen a los derogados por tal revocación, 
lo que impide su calificación. No se solicitó anotación preven­
tiva. Valencia, 2 de junio de 1982.—El Registrador (firma ile­
gible) .»

Resultando que el Notario autorizante de ambas escrituras 
recurrió contra su calificación y tras exponer una serie de 
circunstancias en relación a los motivos para la autorización de 
la segunda escritura debido a los criterios mantenidos por el fun­
cionario, calificador, manifiesta que ambas escrituras constitu­
yen una «todo único documental», y tras reconocer la necesi­
dad de aportar el balance social —que en un principio se apor­
tó— y que por eso este punto no es objeto de recurso, entra en 
el examen del primer defecto de la nota de la primera escritura 
e indica; que el artículo 99 de la Ley de Sociedades Anónimas se 
refiere con toda claridad a los supuestos distintos de reducción 
del capital para restablecer su equilibrio con el patrimonio: a) el 
de reducción voluntaria, artículo 99, l.°, siempre que haya pér­
didas, y b) el de reducción obligatoria, artículo 99, 2.°, cuando 
el desequilibrio supere los dos tercios de la cifra capital y 
hubiese transcurrido un ejercicio social; qúe en efecto, de la 
escritura resulta que el saldo adverso es de 3.982.946,06 pesetas 
y la reducción se cifra en 3.500.000 por lo que sigue sin enju­
garse un saldo negativo de 482.949,06 pesetas, y esto lleva a 
aclarar si el legislador ha querido imponer una igualdad al 
límite, tesis del Registrador, nivelando por completo el saldo 
entre activo y pasivo, o que por el contrario puede subsistir 
un saldo deficitario siempre que éste no supere los dos tercios 
de la cifra capital; que en favor de esta última postura milita 
una interpretación literal y teleológica del precepto legal, así 
como otros argumentos que señala, y un último referido a que 
de seguirse la otra tesis habría que fijar la cifra capital en uni­
dades de pesetas e incluso de céntimos (en el de este supuesto 
concreto en 1.017.053.94 pesetas) lo que se traduciría en acciones 
con valor nominal que llegarían a fijarse con decimales o que­
brados de céntimos; que en cuanto al segundo defecto de la pri­
mera escritura, hay que tener en cuenta que se presenta acom­
pañada de la segunda y del texto de ésta resulta que es una 
modificación de la otra por lo que ambas escrituras deben cali­
ficarse conjuntamente; que no se ha pedido la inscripción sepa­
rada y sucesiva de cada una de las dos escrituras; que si se

toma el acuerdo de modificar unos preceptos estatutarios y 
el Registrador manifiesta que no son inscribibles, la Sociedad 
interesada, pasando por el defecto señalado, puede proceder 
a una nueva redacción, como dejar sin efecto la que se estime 
ilegal; y que la revocación de la modificación precedente, deje 
a la misma sin valor ni efecto alguno, tanto la de aquellos 
preceptos cuya inscripción se niega (4, 8, 11, 15, 19 y 20) como 
la de los otros que no se discute (9, 13, 16, 17 y 18), ya que 
ha sido revocada la modificación antes de su acceso al Regis­
tro y se presentan ambos títulos conjuntamente, y no uno tras 
otro;

Resultando que el Registrador dictó acuerdo manteniendo la 
calificación en todos sus extremos, y expresó: que el Notario 
engloba en escrito único el recurso contra notas de calificación 
separadas, relativas a escrituras que contienen dos actos de modi­
ficación de Estatutos distintos; que el recurso aparece incorrec­
tamente planteado pues son dos los títulos y las notas de cali­
ficación; que es necesaria la incorporación del balance, como se 
deduce, por analogía de diversos precepto de la Ley de Socie­
dades Anónimas; que la nota de calificación no hace referencia 
a ningún porcentaje, sino que simplemente se limita a decir 
que no se justifica haber quedado «reducido el patrimonio social 
por debajo de la cifra de capital»; que la exigencia de que se 
produzca la disminución del patrimonio por debajo de la cifra 
capital social resulta claramente del texto del artículo 99 de la 
Ley de Sociedades Anónimas; que con la reducción efectuada 
nó se ha logrado el equilibrio con el patrimonio social, pues 
equilibrio significa igualdad entre el capital y el patrimonio; que 
el defecto de falta de redacción de los artículos 4.°, 8.°, 11.°, 
15.°, 19.° y 20.°, no se subsana en la nueva escritura, sino que 
en ésta se altera el régimen de administración; que lo que se 
llama revocación no es tal, sino una derogación de unos pre­
ceptos estatutarios para sustituirlos por otros nuevos que entran 
en vigor desde el nuevo acuerdo que los nuevos artículos están 
sujetos a calificación y su contenido no aparece en el título 
presentado;

Vistos los artículos 98, 99 y 150 de la Ley de 17 de julio 
de 1951, 249 de la Ley Hipotecaria y 428 del Reglamento para su 
ejecución:

Considerando que la cuestión previa a examinar es la susci­
tada por el Registrador acerca de la incorreción del recurso 
planteado, a lo que hay que responder negativamente pues 
aunque sean dos los títulos presentados con sus correspondientes 
notas de calificación, constituyen ambos un todo por la íntima 
relación existente ya que la segunda escritura no es más que 
una consecuencia de la primera, y las razones —tantas veces 
apuntadas, por este Centro Directivo— de celeridad y economía 
aconseja darle este tratamiento;

Considerando, en efecto, que en la primera escritura se re­
fleja la nueva redacción dando a los artículos 9.°, 13, 16, 17 y 18 
de los Estatutos, la supresión del párrafo c), del artículo 20 y la 
modificación introducida en los artículos 4.°, 8.°, 11, 15 y 19 de los 
mismos Estatutos, del cambio de la locución «Consejo de Admi­
nistración» por «Director gerente», que permite sin ninguna difi­
cultad proceder a su calificación acerca de si el contenido de 
estos últimos eran o no inscribibles y lo mismo hay que indicar 
ante el nuevo acuerdo de la Junta de revocar las modificaciones 
introducidas en esos artículos volviendo al texto original tal 
como consta en la hoja registral de la Sociedad, que es lo que 
constituye en gran parte el contenido de la segunda escritura, 
y que al aparecer literalmente transcritos en el Registro Mer­
cantil, se puede proceder a su examen, sin que sea necesario 
que los transcriba el Notario íntegramente en el nuevo título;

Considerando que al haber aceptado el Notario recurrente la 
nota de calificación en lo relativo a la necesidad de incorporar 
el balance social a la escritura, como justificante de que se está 
ante un supuesto de reducción obligatoria de capital debido a las 
pérdidas experimentadas por la Sociedad y que aparece regu­
lado en el articulo 99 de la Ley de Sociedades Anónimas, la 
única cuestión de fondo que presenta este recurso hace refe­
rencia a si con la reducción de capital operada se ha restablecido 
el equilibrio entre patrimonio y capital previsto en el acuerdo 
social tal como resulta de la certificación incorporada a la 
escritura discutida;

Considerando que esta cuestión aparece en este caso concre­
to igualmente supeditada a la necesidad de examinar el balance 
que permitirá una clarificación . sobre este particular ya que 
confirmará o no los presupuestos que han servido de base al 
acuerdo social adoptado, a saber si cabe, ante un saldo adverso 
de casi 4.000.000 de pesetas, la reduoción del capital solamente 
en 3.500.000, subsistiendo todavía un saldo en contra de cerca 
de 500.000 pesetas;

Considerando que el artículo 99 de la Ley de Sociedades 
Anónimas establece con carácter obligatorio la reducción del 
capital cuando las pérdidas de la Sociedad hubieran disminuido 
el haber de la misma por debajo de las dos terceras partes de 
la cifra de capital social y hubiera transcurrido un ejercicio 
social sin haberse recuperado el patrimonio, mientras que esta 
reducción sólo tiene carácter voluntario para la Sociedad cuando 
falta alguno de los anteriores requisitos, norma legal que apa­
rece fundamentada en este segundo caso en el hecho de que las 
pérdidas todavía no afectan gravemente a la vida económica de 
la Sociedad: 

Considerando que al permitir la Ley que si las pérdidas no 
rebasan ciertos limites pueda no tener lugar la reducción, y deja 
osla cuestión a la libre apreciación de la Junta de Socios igual­
mente hay que entender que en los supuestos forzosos de reduc-



ción obligatoria, se encuentra restablecido el equilibrio entre el 
capital y el patrimonio social cuando se respeta ese margen 
legal autorizado, aunque esa coincidencia no se haya dado 
en el caso concreto examinado, no ya plenamente —lo que 
sería prácticamente imposible— sino incluso mediante redondeo, 
por lo que puede darse cumplimiento al acuerdo social adop­
tado en donde el nuevo saldo deficitario no supera el tercio del 
nuevo capital social ya reducido, si bien no dejar de llamar la 
atención su proximidad al margen legal permitido, que obliga­
rla a otra nueva reducción obligatoria de la cifra de capital, 
si se produjese la circunstancia que determina la aplicación 
del artículo 99 de la Ley de Sociedades Anónimas,

Esta Dirección General ha acordado revocar el acuerdo y las 
notas de calificación del Registrador en la parte recurrida.

Lo que con devolución del expediente original, comunico a 
vuestra señoría para su conocimiento, el del recurrente y efec­
tos.

Madrid, 3 de marzo de 1983.—El Director general, Francisco 
Mata Pallarás.

Sr. Registrador mercantil de Valencia.

10364 ACUERDO de 7 de abril de 1983, de la Junta Elec­
toral para el Consejo Fiscal, sobre convocatoria de 
elecciones para cubrir los puestos de Vocales elec­
tivos del mismo.

El artículo 23 del Real Decreto 437/1983, de 9 de febrero, 
sobre constitución y funcionamiento del Consejo Fiscal, que 
desarrolla en lo menester el artículo 14 del Estatuto Orgánico 
del Ministerio Fiscal, aprobado por Ley 50/1981, de 30 de di­
ciembre, establece que la Junta Electoral será competente para 
convocar las elecciones al citado Consejo, dictar las normas 
necesarias para su organización, fijar los trámites y formalidades 
del proceso electoral mediante las correspondientes instruccio­
nes y, en general, dirigir y ordenar el mismo, así como resolver 
las cuestiones que se planteen sobre capacidad electoral activa 
y pasiva y proceder al escrutinio definitivo y proclamación de 
los resultados, todo ello en el marco de lo dispuesto en la Ley 
y el Decreto aludidos.

En su virtud, esta Junta Electoral para el Consejo Fiscal, en 
su reunión constitutiva de fecha de hoy, acuerda:

1. ° Se convocan elecciones para cubrir los puestos de Voca­
les electivos del Consejo Fiscal.

2. ° El plazo para la presentación de candidaturas será de 
treinta días naturales, a contar desde el día siguiente al de 
la publicación de este acuerdo en el «Boletín Oficial del Es­
tado».

3. ° El proceso electoral se ajustará a los trámites y for­
malidades que se contienen en las instrucciones aprobadas en 
esta fecha y que se remitirán inmediatamente a todas las Jefa­
turas de Fiscalías, para su difusión entre los electores mediante 
su publicación en lugar visible de sus locales y la información 
oportuna en la Junta de Fiscales, que deberá convocarse a la 
mayor brevedad, dando cuenta a esta Junta Electoral de la 
recepción y cumplimiento de este acuerdo.

4. ° También se remitirá copia de las instrucciones a los Pre­
sidentes de las Asociaciones de Fiscales constituidas en esta 
fecha.

Madrid, 7 de abril de 1983.—El Presidente de la Junta Electo­
ral para el Consejo Fiscal, Luis Antonio Burón.

MINISTERIO DE DEFENSA

10365 ORDEN 111/01064/1983, de 24 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 8 de fe­
brero de 1983 en el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don José Taboada Vázquez, 
Auxiliar 2.° de Oficinas y Archivos de la Armada, 
retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don José Taboada 
Vázquez, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 2 de diciembre de 1981 y 21 de abril de 1982, 
se ha dictado sentencia con fecha 8 de febrero de 1983, cuya 
parte dispositiva es como sigue;

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
José Taboada Vázquez contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 2 de diciembre de 1981 y de 21 de abril 
de 1982 sobre habei pasivo de retiro dimanante del Decreto- 
ley 8/1978, debemos, anular y anulamos los referidos acuerdos,

como disconformes a derecho, y, en su lugar, declaramos el de­
recho del recurrente a que se efectúe nuevo señalamiento de 
pensión de retiro con porcentaje del 90 por 100 sobre la base 
correspondiente, con especial condena en costas a la Adminis­
tración.

Así por esta nuestra sentencia, que sé publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla-: 
tiva", definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad oon lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General, Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

10366 ORDEN 111/01065/1983, de 24 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 10 de 
febrero de 1983 en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Tomás Villegas Porti­
llo, Capitán de Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Tomás Villegas 
Portillo, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 30 de septiembre de 1981 y 3 de febrero 
de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 10 de febrero de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue;

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 30 de septiembre 
de 1981 y de 3 de febrero de 1982, disponiendo que se efectúa 
nuevo señalamiento de la pensión de retiro del recurrente don 
Tomás Villegas Portillo, con el porcentaje del 90 por 100 que le 
será abonado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer espe­
cial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años
Madrid, 24 de marzo de 1933.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General, Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

10367 ORDEN 111/01066/1983, de 24 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 21 de 
enero de 1983, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Manuel Bielsa Gómez, Ca­
bo de Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Manuel Bielsa 
Gómez, quien postula por sí mismo y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 30 de septiembre de 1981 y 17 de febrero 
de 1982, se ha díctalo sentencia con fecha 21 de enero de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 30 de septiembre 
de 1981 y de : 7 de febrero de 1982, disponiendo que se efectúe 
nuevo señalamiento de la pensión de retiro del recurrente don 
Manuel Bielsa Gómez, con 61 porcentaje del 90 por 100 que le 
será abonado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer 
especial condena en costas.


